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1. Noción
En sentido amplio el concepto de bonum pu-
blicum hace referencia al conjunto de las es-
tructuras y de las condiciones objetivas que
aseguran el pleno desarrollo de la vida de la
comunidad y la completa realización de la mi-
sión de la Iglesia. Esta acepción genérica pre-
senta una indudable afinidad con otros térmi-
nos habitualmente usados para indicar las
exigencias de la sociedad eclesial en su totali-
dad: bonum commune, bonum Ecclesiae, necessi-
tas vel utilitas Ecclesiae, orden público, salus
animarum. La comparación entre estas diver-
sas nociones y la búsqueda del significado es-
pecífico que hay que atribuir a cada una
puede ayudar al intérprete a comprender el
valor propio del uso del concepto de bonum
publicum en el derecho canónico.
El término bonum publicum se relaciona, en
primer lugar, con el bonum commune, ya que
ambos términos se utilizan numerosas veces
como sinónimos equivalentes (LABANDEIRA
371-372; MIRAS-CANOSA-BAURA 141-142). En
efecto, en la mejor tradición canónica, para in-
dicar los intereses de la sociedad eclesial en
su conjunto y diferenciarlos de las exigencias
de los individuos particulares (bonum priva-
tum), se recurría indistintamente a las expre-
siones bonum publicum o bonum commune.
Aunque, esta última era la locución más fre-
cuente (basta considerar, por ejemplo, la fa-
mosa definición de ley ordenada «ad bonum
commune» que se encuentra en Tomás de
Aquino [S. Th. I-II, q.90, a.2]). El mismo sen-
tido de subrayar la dimensión colectiva res-
pecto a la meramente individual tenía el uso
de la antítesis entre utilitas publica o communis
y utilitas privata (CALASSO).
No obstante, en la concepción clásica, la re-
lación entre el bien común y el bien privado
no era de oposición, sino de armónica comple-
mentariedad: el bien común se identificaba
con el bienestar de los individuos, el bien indi-
vidual se refería al bienestar dentro de la co-
munidad (LO CASTRO 1996, 137). Ha sido la
evolución sucesiva, con el progresivo énfasis
de la dimensión pública de la organización je-
rárquica y del ordenamiento jurídico, que se
refleja en el Código pío benedictino, la que ha
atribuido al concepto de bonum publicum una
relevancia diferente, autónoma del conjunto
de los intereses comunes a todos los que per-
tenecen a la sociedad eclesial (LE PICARD 835).
En este sentido más específico, que se encuen-
tra también en los vigentes Códigos, la noción
de bien común se diferencia de la de bien pú-
blico, porque hace referencia a dos aspectos
diferentes de la Iglesia: por un lado a la comu-
nidad de personas, y por el otro a la institu-
ción como tal. El bien común comprende, por
lo tanto, «el conjunto de las condiciones de la
vida social que permiten a los grupos y a cada
uno de sus miembros alcanzar la perfección
propia más plenamente y más rápidamente»
(GS 26); el bien público, en cambio, se refiere,
más concretamente, a las condiciones que ase-
guran el funcionamiento de la organización
eclesiástica en sus estructuras constitucionales
fundamentales. Se trata de una distinción que
tiene más valor teórico que práctico, porque
frecuentemente ambos bienes están intrínsica-
mente relacionados; así, en las referencias de
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la legislación vigente al bonum commune (por
ejemplo, cc. 223 §§ 1-2; 264 § 2; 287 § 2; 323 §
2 CIC 1983) o al bonum Ecclesiae (por ejemplo,
cc. 212 § 3; 282 § 2; 618 CIC 1983). Pero cuando
la normativa hace referencia únicamente al bo-
num publicum, pretende prestar una atención
particular a los intereses propiamente institu-
cionales, inherentes al sistema de gobierno y
a la misión de la Iglesia, que pueden ser dife-
rentes, cuando no opuestos, a los intereses de
los individuos que componen la comunidad.
También respecto al concepto de orden pú-
blico, el bien público posee un significado más
específico. La noción de orden público, de he-
cho, se usa para indicar los límites irrenuncia-
bles de la autonomía de las personas (véase c.
13 § 2, 2°), en cuanto se refieren a los princi-
pios jurídicos intangibles de cada ordena-
miento, al núcleo fundamental de valores que
forman la organización social en un determi-
nado contexto espacio-temporal y que, en con-
secuencia, está en la base del sistema jurídico
en su conjunto (LE PICARD 829-831). El ámbito
de estos principios jurídicos esenciales, sin
embargo, puede afectar tanto a la esfera pú-
blica, como a la privada (basta considerar, por
ejemplo, el valor intocable de la dignidad de
la persona). El bien público, en cambio, no es
un conjunto de principios jurídicos abstractos,
sino el conjunto de las estructuras constitucio-
nales, entendido como realidad objetiva que
se debe tutelar, o también, como objetivo con-
creto que hay que lograr en la actividad de
gobierno. Además, a diferencia del orden pú-
blico, atañe precisamente a la dimensión insti-
tucional de la sociedad eclesial.
Desde el punto de vista de la finalidad, el
bien público puede tener algunos contenidos
comunes con la noción de salus animarum o
bonum animarum. El bien de las almas es, sin
embargo, el fin escatológico supremo de la mi-
sión eclesial, al que se dirigen tanto los actos
de la autoridad pública como los comporta-
mientos de los particulares. Es un fin que,
como el bien común, comprende y presupone
el interés de cada uno de los componentes de
la comunidad (salus uniuscuiusque animae). De
todas maneras, se trata de un fin general que
inspira la totalidad del ordenamiento de la
Iglesia y necesita, por consiguiente, concre-
tarse en los intereses específicos, públicos y
privados, que informan en abstracto las diver-
sas instituciones jurídicas y, también, en los
objetivos prácticos que persiguen, en los casos
concretos, las acciones de los órganos de go-
bierno o de cada individuo. El bien público,
por el contrario, es un fin concreto, que viene
determinado por la autoridad competente
para cada actuación y que se justifica en rela-
ción con la situación de hecho sobre la que
incide y con las necesidades institucionales
que deben ser protegidas y realizadas (MO-
NETA; LABANDEIRA 372). El interés público, por
lo demás, puede referirse no sólo a los bienes
espirituales vinculados con la suprema meta
trascendente, sino también a los bienes tem-
porales, que son instrumentos necesarios para
llevar adelante, en las coordenadas histórico-
terrenales, la obra de redención de Cristo (LE
PICARD 832).
Desde el punto de vista de la determinación
concreta de los objetivos que han de alcan-
zarse, la noción de bien público tiene un signi-
ficado similar al que posee la locución necessi-
tas vel utilitas Ecclesiae. Ambos son conceptos
jurídicos indeterminados que se concretan en
base a las circunstancias de las personas, del
lugar o del tiempo del caso concreto. Por otro
lado, la expresión necessitas vel utilitas Ecclesiae
parece tener un alcance más extenso, en la me-
dida en que se refiere bien a la actuación de
los entes públicos, bien a la actuación de los
particulares y, por consiguiente, concierne a
los intereses de la organización pública o de
los fieles, considerados individualmente o en
sus agrupaciones. En tal sentido, es emblemá-
tica la previsión del c. 304 CIC 1983, pero una
acepción análoga omnicomprensiva de todas
las exigencias relevantes de la comunidad
eclesial se encuentra en otras disposiciones (cf
cc. 269; 1748 CIC 1983). El bien público, en
cambio, como se ha dicho anteriormente,
cuando es nombrado solo, subraya la necesi-
dad de prestar particular cuidado y atención
a los intereses presentes en las estructuras ins-
titucionales de la Iglesia.
2. Uso del concepto «bonum publicum» en el
derecho canónico
La normativa canónica recurre al concepto
de bonum publicum en algunos cánones con el
propósito concreto de definir situaciones obje-
tivas o ámbitos de actuación que requieren
una peculiar obra de promoción de los entes
u oficios públicos, de forma que se restrinjan
las posibilidades de intervenir o de disponer
por parte de la autonomía de los particulares.
Por lo tanto, en relación con otros contextos,
para indicar las finalidades de las funciones
de gobierno (en especial, de la legislativa y
administrativa) parece más correcto usar el
término bonum commune, que contempla, de
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forma más amplia y completa, los intereses de
la comunidad en su conjunto.
En las disposiciones que se refieren al bo-
num publicum no se encuentra la definición le-
gal del concepto. En consecuencia, el signifi-
cado de la noción hay que buscarlo en cada
caso concreto, teniendo en cuenta la disciplina
global del instituto y el valor preciso dado por
el legislador al uso del término. En esta pers-
pectiva se pueden distinguir dos aplicaciones
diferentes del concepto de bien público, una
en el ámbito de las personas jurídicas y otra
en el ámbito procesal.
a) Las personas jurídicas públicas
El c. 116 § 1 CIC 1983 fundamenta en el in-
tuitu boni publici un criterio de distinción entre
personas jurídicas públicas y personas jurídi-
cas privadas. Ambas persiguen un fin «con-
gruente con la misión de la Iglesia» (c. 114 §
1), pero las personas jurídicas públicas deben
tender principalmente a hacer valer y a dar
impulso a la dimensión institucional y pública
de esta misión.
El intuitu boni publici puede referirse a dife-
rentes aspectos de la actividad de las personas
jurídicas públicas. En lo relativo al objeto, las
personas jurídicas públicas pueden desarro-
llar funciones reservadas o propias de la jerar-
quía, como indica el Código en una disposi-
ción que está dedicada precisamente a las
asociaciones públicas (c. 301 § 1), pero que
puede ser también extendida a entes de dife-
rente estructura (LO CASTRO 1997, 792). Por lo
que se refiere a la forma de obrar, la actuación
de las personas jurídicas públicas se desarro-
lla nomine Ecclesiae y, por lo tanto, compro-
mete formalmente la responsabilidad de la
institución pública y no de cada uno de los
que la componen. Por lo que se refiere, final-
mente, a los objetivos, la relevancia jurídica
pública está implícita en el mismo contenido
de las actividades que pertenecen, natura sua,
a las autoridades eclesiásticas (c. 301 § 1). En
cambio, para otras actividades –siempre en el
ámbito del culto y del apostolado de la Igle-
sia– que pueden ser ejercidas también por los
particulares y son asumidas por un ente pú-
blico en vía de suplencia (c. 302 § 2), la carac-
terización pública procede del interés institu-
cional de garantizar un nivel adecuado de
satisfacción de determinadas exigencias espi-
rituales a las que las iniciativas privadas no
responden de un modo suficiente.
b) Los procesos
En la disciplina de processibus se recurre al
concepto de bonum publicum para indicar las
cuestiones contenciosas que revisten, para la
institución eclesial, una relevancia peculiar tal
que justifica la adopción de reglas especiales,
que atenúan la capacidad dispositiva de las
partes y aumentan, por el contrario los pode-
res de intervención del juez ex officio o del pro-
motor de justicia. La terminología empleada
para definir estas causas es variable: «en que
está implicado el bien público» (c. 1430); «en
el cual entra el juego el bien público» (c. 1481
§ 3); «cuando en una causa entre en juego el
bien público» (c. 1532); «en las causas que
afectan al bien público» (c. 1536 § 2). De todas
maneras, a tenor del texto de los cánones, pa-
rece que la conexión con el bien público no
debe necesariamente depender de la natura-
leza pública del objeto del litigio (petitum y
causa petendi), sino del interés público en la
justa resolución de la controversia, de forma
que se confiera a las partes y a los oficios pú-
blicos un mayor empeño en la búsqueda de la
verdad. En algunos casos, es el mismo Código
el que clasifica las causas de este tipo, a saber,
las causas de nulidad matrimonial (c. 1691),
las causas de separación de los cónyuges (c.
1696) y las causas penales (cc. 1348, 1430 y
1728). Para las demás cuestiones contenciosas,
se deja en manos del obispo diocesano la com-
petencia de juzgar si, por las circunstancias
del caso concreto, está o no en juego el bien
público (c. 1431 § 1 CIC). La expresión puede
abarcar situaciones muy diferentes, en la me-
dida en que, si bien concurre ciertamente la
necesidad de tutelar el bien público cuando
exista el riesgo de un perjuicio a la autoridad,
a las funciones, a los ministerios o a los bienes
propios de la institución jerárquica o de los
entes públicos, no se puede excluir que el inte-
rés público esté también en juego cuando
exista peligro de un daño a los derechos o bie-
nes de los particulares, en relación con la mi-
sión de la Iglesia de salvar las almas (DE
DIEGO-LORA 817-818).
Las disposiciones especiales tendentes a ga-
rantizar el modus procedendi en las causas que
conciernen al bonum publicum se refieren a di-
versos aspectos del proceso: la intervención
del promotor de justicia (cc. 1430 y 1431); el
poder del juez de intervenir de oficio y de su-
plir la negligencia de las partes en la presenta-
ción de pruebas o al oponer excepciones (c.
1452 §§ 1-2); la presencia necesaria de un de-
fensor de cada una de las partes, a excepción
de las causas matrimoniales (c. 1481 § 3); la
obligación de prestar juramento, exceptuando
las causas matrimoniales (c. 1532); la obliga-
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ción de prestar juramento «de que dirán la
verdad, o al menos, de que es verdad lo que
han dicho» (c. 1532); la menor fuerza probato-
ria que se reconoce a la confesión judicial y a
las declaraciones de las partes (c. 1536 §§ 1-2);
la posibilidad de no publicar ningún acto de
la causa (c. 1598 § 1).
Las cuestiones que atañen al bien público,
por otro lado, también reciben protección
fuera del juicio, por disposiciones que, como
las procesales, están dirigidas a limitar la ca-
pacidad de los particulares de disponer libre-
mente de la materia. En efecto, en ese sentido
se pueden entender los cánones que estable-
cen la invalidez de la transacción o del com-
promiso «sobre lo que pertenece al bien pú-
blico» (c. 1715 § 1) y la injusticia del juramento
que corrobora un acto «en prejuicio del bien
público» (c. 1201 § 2).
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1. Origen
La Comisión Pontificia para los Bienes Cul-
turales de la Iglesia nació, con esta denomina-
ción, en la Carta Apostólica de Juan Pablo II
en forma de M.P. Inde a Pontificatus Nostri ini-
tio, dada en Roma el 25.III.1993. Vino a susti-
tuir a la Comisión Pontificia para la Conserva-
ción del Patrimonio Artístico e Histórico de la
Iglesia, que había sido creada en la const. ap.
Pastor Bonus, el 28.VI.1988. Al acometer una
reforma de la estructura, competencias y
modo de proceder de los dicasterios existentes
y crear otros nuevos, adaptando la curia ro-
mana a las concretas necesidades del gobierno
de la Iglesia en este tiempo, Juan Pablo II creó
la Comisión Pontificia para la Conservación
del Patrimonio Artístico e Histórico de la Igle-
sia, encargada de presidir la tutela y conserva-
ción de los bienes históricos y artísticos de la
Iglesia católica. Esta Comisión estaba incardi-
nada en la Congregación para el Clero, y pre-
sidida por el cardenal prefecto de la misma.
Cinco años después, el propio Papa constató
lo acertado de su institución por la necesidad
de prestar la máxima atención a las formas
artísticas y a los testimonios históricos en los
que la fe tiende a expresarse por su propia
naturaleza, elementos que entrañan a la vez
una fuerza evangelizadora y un valor cultural.
Sin embargo, Juan Pablo II puso de manifiesto
que, en los últimos años, se había adquirido
una conciencia más viva de la estrecha rela-
ción existente entre el trabajo del Consejo Pon-
tificio de la Cultura y la actividad de la Comi-
sión Pontificia para la Conservación del
Patrimonio Artístico e Histórico. En el Motu
Proprio (III) derogó las disposiciones estable-
cidas en la Const. ap. PB y creó la Comisión
Pontificia para los Bienes Culturales de la Igle-
sia como un organismo autónomo, con un
presidente propio que habría de formar parte
de los miembros del Consejo Pontificio de la
Cultura, con el que habría de mantener con-
tactos periódicos «a fin de asegurar una sinto-
nía de objetivos y una fecunda colaboración
recíproca». En particular, aludía el Papa a los
contactos entre el Consejo y la Comisión para
coordinar las actividades de las academias
pontificias concernientes a los bienes cultura-
les de la Iglesia.
En septiembre de 2007, Benedicto XVI
adoptó una medida decisiva para la coordina-
ción de los organismos eclesiales encargados
de promover las distintas acciones de la Igle-
sia en materia cultural al nombrar a un mismo
presidente para el Consejo Pontificio de la
